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Buenos días, dentro del término me permito presentar la contestación a la demanda de Nulidad y
Restablecimiento del Derecho No. 2021- 00117 instaurada por  Yenny lorena Tamayo Londoño en
contra del Hospital Santa Ana de los Caballeros de Ansermanuevo Valle.

Como apoderada de la entidad demanda me permito anexar escaneados:

1. Poder
2. Contestación demanda
3. Pruebas (archivo con contratación 2017-2018, certificaciones y oficio)
4.Cédula y representación legal (decreto de nombramiento y acta posesión) Gerente del Hospital.
5. Cédula y tarjeta profesional apoderada.

Por favor confirmar acuse de recibo.

Atentamente,

ANA MARIA TOVAR GUTIERREZ
C.C. 31.426.992 de Cartago
TP 127269
Apoderada 
Hospital Santa Ana de los Caballeros




 

Ana María Tovar Gutiérrez. Abogada Especialista en Seguridad Social 
 

Cartago Valle, 6 de agosto de 2021. 
 
 

Doctor 
JUAN FERNANDO ARANGO BETANCUR 
Juez 
Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito 
Cartago Valle 
 
 
Referencia: CONTESTACION PROCESO NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 
Radicación:  74147-33-33-003-2021-00117-00  
Demandante:  YENNY LORENA TAMAYO LONDOÑO 
Demandado: HOSPITAL SANTA ANA DE LOS CABALLEROS E.S.E. DE 

ANSERMANUEVO VALLE  
 
 
ANA MARIA TOVAR GUTIERREZ, mayor de edad e identificada con la cedula de ciudadanía 
numero 31.426.992 expedida en Cartago Valle, con tarjeta profesional No. 127.269 del Consejo 
Superior de la Judicatura en mi condición de apoderada del HOSPITAL SANTA ANA DE LOS 
CABALLEROS E.S.E. DE ANSERMANUEVO VALLE demandado dentro del proceso de la 
referencia, por medio del presente escrito me permito contestar la demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho instaurada por YENNY LORENA TAMAYO LONDOÑO, con base 
en los hechos que expongo, oponiéndome a todas las pretensiones de la parte actora.  

 
HECHOS 

 
PRIMERO: NO ES CIERTO, el Hospital Santa Ana de los Caballeros nunca celebró ningún tipo 
de contrato laboral ni de prestación de servicios con la actora ni en las fechas por ella 
relacionadas ni en ningún otro momento.   
 
Las vinculaciones de la demandante tal como ella lo reconoce con las pruebas que arrimó al 
proceso, las tuvo con la Cooperativa de Trabajo Asociado Su Futuro Hoy, la Asociación de 
Oficios Varios Integramos Asointegramos, la Asociación Gremial Integración en Salud 
Asoinsalud, empresas éstas que tenían la condición de empleadoras. 
 
SEGUNDO: ES CIERTO, y ella misma lo acepta cuando reconoce que los únicos contratos 
suscritos y existentes respecto al Hospital Santa Ana de los Caballeros fue entre él y las 
organizaciones gremiales, pero nunca entre mi defendido y la señora Tamayo Londoño.   
 
TERCERO: ES CIERTO, las actividades las desarrolló como afiliada partícipe de las 
organizaciones gremiales y cooperativas dentro de la contratación suscrita por éstas y el 
Hospital para la ejecución de los distintos procesos que tiene la entidad. 
 
CUARTO: ES CIERTO, pero además es lógico porque la ESE solo tiene una sede y por lo tanto 
en desarrollo de los contratos celebrados con las organizaciones gremiales y cooperativas los 
procesos se ejecutan allí mismo. 
 
QUINTO: ES CIERTO, el Hospital entrega a las organizaciones con las cuales contrata el 
inventario de los bienes muebles necesarios para la administración y operación del objeto 
contratado. 
 
SEXTO: ES CIERTO, pues solo hay una sede. 
 
SEPTIMO: NO ES CIERTO, no existió relación laboral alguna entre las partes de este proceso, 
como tampoco se prueba la existencia de los elementos que configuren su existencia. 
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OCTAVO – NOVENO -DECIMO: NO ES CIERTO, no se prueba de que los horarios a los que 
hace referencia hayan sido determinados por el Hospital.  
 
DECIMO PRIMERO: No es un hecho, es una apreciación de la parte actora. 
 
DECIMO SEGUNDO: NO ES CIERTO, y es contradictorio este hecho con las pruebas que obran 
en el proceso cuando se evidencia el pago por las compensaciones por parte de sus 
empleadoras las organizaciones gremiales, sin que se demuestre pago alguno por parte del 
extremo procesal. 
 
DECIMO TERCERO: NO ES CIERTO. No existió ningún contrato celebrado entre la 
demandante y la ESE, pues el contrato 035-2018 lo perfeccionaron y legalizaron el Hospital 
Santa Ana de los Caballeros y la Asociación Gremial Integración en Salud Asoinsalud, en calidad 
de contratante y contratista, respectivamente, tal como se dejó registrado en el documento. 
 
Si se observa en el oficio referido y suscrito por el coordinador de trabajo de Asoinsalud, éste 
ratifica que ella era una afiliada partícipe de la organización sindical, cuando textualmente se 
puntualiza: 
 
“Me permito informarle que el contrato No. 035-2018 suscrito entre la ASOCIACIÓN GREMIAL 
INTEGRACIÓN EN SALUD “ASOINSALUD” con el HOSPITAL SANTA ANA DE LOS 
CABALLEROS E.S.E. del municipio de Ansermanuevo – Valle, cuyo objeto es EL 
DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES PROPIAS DE LOS PROCESOS ASISTENCIALES, 
ADMINISTRATIVOS Y ACTIVIDADES CONEXAS PARA LA ATENCION DE LA POBLACION 
DEL MUNICIPIO, tiene vigencia al 31 de Diciembre 2018 situación por la cual su acuerdo 
asociativo como afiliada partícipe en desarrollo de éste, terminará en esa fecha.” 
 
“Agradecemos su colaboración y la participación activa durante el desarrollo de las actividades 
del mismo y esperamos en su calidad de afiliada poder brindarle la oportunidad de apoyar otros 
procesos futuros.” 
 
DECIMO CUARTO: No es un hecho 
 
DECIMO QUINTO: ES CIERTO, al no ser una servidora pública, ni una trabajadora con contrato 
de trabajo, no había lugar al pago de este tipo de auxilios. 
 
DECIMO SEXTO –VIGESIMO PRIMERO: ES CIERTO, al no ser una servidora pública, ni una 
trabajadora con contrato de trabajo, no había lugar al pago de este tipo de prestaciones. 
 
VIGESIMO SEGUNDO: ES CIERTO, al no ser una servidora pública, ni una trabajadora con 
contrato de trabajo, no había lugar afiliaicón alguna en cabeza de la ESE. 
 
VIGESIMO TERCERO: No es un hecho, es una manifestación inentendible, pues por una parte 
afirma y reconoce que sus empleadoras Asointegramos y Asoinsalud la afiliaron como 
dependiente de ellas y le pagaron los aportes a la seguridad social, y por otra parte asegura que 
hubo una supuesta relación con el Hospital Santa Ana de los Caballeros. 
 
VIGESIMO CUARTO: ES CIERTO, porque el Hospital no puede aceptar un vínculo que no 
existió, no tiene fundamento la petición, ya que revisado el archivo de la entidad se constató que 
ella no aparece relacionada en la planta de cargos ni como empleada pública, ni trabajadora 
oficial, pues no se evidencian actos administrativos de nombramientos y tampoco contratos de 
trabajo, ni existe en la nómina. 
 
VIGESIMO QUINTO: NO ES CIERTO que haya existido mala fe, pues si no hacía parte de la 
planta de cargos ni como empleada pública, ni trabajadora oficial era obvio que no había la 
obligación de esta prestación a su favor. 
 
VIGESIMO SEXTO: ES CIERTO, el Hospital se niega porque no hay acreencias que reconocer 
al no haber existido un vínculo con mi prohijado. 
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VIGESIMO SEPTIMO: No es un hecho.  
 

EXCEPCIONES 
 
Me permito proponer a nombre de mí representado las excepciones de NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS, LEGITIMACION EN LA CAUSA 

POR PASIVA,  INEXISTENCIA DE RELACION LABORAL, COBRO DE LO NO DEBIDO Y LA 
PRESCRIPCION. 
 
NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS 

 
Se solicita al Juzgador se vincule a este proceso a la Asociación Gremial Integración en Salud 
ASOINSALUD en calidad de Litisconsortes Necesarios, por ser quien actuó en calidad de 
empleador directo de la demandante, pues para resolver de mérito el proceso es fundamental la 
presencia de sujeto procesal por ser quien intervino en los hechos y actos objeto de la demanda. 
 
LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
La legitimación en la causa constituye un presupuesto procesal para obtener decisión de fondo, 
que en principio supone el previo derecho del demandante, pero que con las pruebas arrimadas 
al proceso constituye la existencia de un hecho probado que extingue el derecho demandante. 
 
Aquí estamos frente a una legitimación en la causa por pasiva material, respecto a que no hubo 
una participación real del Hospital Santa Ana de los Caballeros en los supuestos actos y hechos 
que alega la contraparte y que dieron origen a la demanda, pues como se manifiesta en esta 
etapa procesal, se desconoce por parte de la entidad que represento vinculación alguna con la 
demandante ya que en los archivos de mi defendido no hay actos administrativos de 
nombramientos con la señora Yenny Lorena Tamayo Londoño a la luz de la ley 909 de 2004, 
tampoco contratos de trabajo porque no cumple con los requisitos del parágrafo del artículo 26 
de la ley 10 de 1990, y mucho menos contratos de prestación de servicios, es más, no aparece 
en nómina de la institución, ni ningún comprobante de pago que pueda evidenciar que era 
empleada pública, trabajadora oficial o contratista del Hosac. 
 
La demandante pretende que se declare la existencia de una relación laboral contenida en el 
acápite de HECHOS, pero en la demanda no se encuentra prueba de que haya tenido una 
relación laboral o contractual directa con el Hospital. 
 
Ella afirma y corrobora que el vínculo laboral que sostuvo fue a través de los contratos que 
suscribió el Hospital Santa Ana de los Caballeros con las organizaciones ASOINTEGRAMOS y 
ASOINSALUD, siendo claro entonces su señoría que tal como lo asegura la demandante, el 
Hospital no tuvo participación efectiva en la supuesta situación que alega y que motivó la 
demanda porque entre ellos nunca hubo una relación legal y reglamentaria, de contrato de 
trabajo o por prestación de servicios, entendiendo con esto que mi representado no está 
legitimado materialmente para responder por algo que no originó y que ni siquiera es probado, 
porque todo se limita a manifestaciones sin sustentos documentales, ya que no entregó en este 
proceso los supuestos contratos o nombramientos que según ella dieron origen a un vínculo 
laboral directo con la ESE, tampoco demostró que esta entidad le haya pagado salarios, le haya 
asignado turnos, o haya producido la terminación de la contratación, y no lo puede probar porque 
no estaba sometida al reglamento interno de la institución de salud. 
 
Asegura que las labores las desempeñó para el Hospital Santa Ana de los Caballeros a través 
de la contratación suscrita entre el Hospital con ASOINTEGRAMOS y con ASOINSALUD, y es 
ahí mismo es donde reconoce en todos los hechos de la demanda que su vínculo fue con éstas 
en el marco de lo pactado en los CONVENIOS INDIVIDUALES  O ACUERDOS ASOCIATIVOS 
COMO ASOCIADA O AFILIADA PARTICIPE.  
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Aquí es claro que la única relación existente fue entre la demandante y ASOINTEGRAMOS y 
ASOINSALUD, quienes reconocían y pagaban sus compensaciones de acuerdo con todos los 
comprobantes existentes de pagos y que se encuentran en la demanda con los logotipos de 
ellas, asignación de turnos, le impartían órdenes, la afiliaron y pagaron su seguridad social y 
demás actuaciones dentro de los convenios individuales que suscribió como asociada o afiliada 
partícipe de aquellas.  
 
Así entonces, los pagos y afiliaciones pueden comprobar una relación indirecta con el Hospital lo 
cual permite concluir que las sumas de dinero recibidas por la actora las recibió como asociada o 
afiliada partícipe, mas no como empleada y/o contratista directa de la entidad accionada. 
 
Frente a la legitimación en la causa, el Consejo de Estado en sentencia del veinticinco (25) de 
marzo de dos mil diez (2010)1 expresó: “la legitimación material, en cambio, supone la conexión 
entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora 
porque dieron lugar a la producción del daño.  
 
En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no necesariamente 
concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es predicable de quienes 
participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración de la demanda o, en 
general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas sustanciales; por 
consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a dilucidar si existe, 
o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión que ésta 
fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye condición 
anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra.” 
 
Así mismo, en sentencia del seis (06) de agosto de dos mil doce (2012), el Máximo Órgano de 
Cierre de la Jurisdicción señaló: “La legitimación material en la causa alude, por regla general, a 
situación distinta cual es la participación real de las personas en el hecho origen de la 
formulación de la demanda, independientemente de que dichas personas o hayan demandado o 
que hayan sido demandadas. Si la falta de legitimación en la causa es del demandado, de una 
parte al demandante se le negarán las pretensiones no porque los hechos en que se sustenten 
no le den el derecho sino porque a quien se las atribuyó no es el sujeto que debe responder; por 
eso, de otra parte, el demandado debe ser absuelto, situación que se logra con la denegación de 
las súplicas del demandante.” 
 
Siendo necesario incluir a las Organizaciones Gremiales Asointegramos y Asoinsalud, como 
Litisconsortes Necesarios. 
 
INEXISTENCIA DE RELACION LABORAL 
 
Su Señoría, considero que en el caso sub examine no se reúnen los elementos necesarios que 
permitan definir la supuesta relación laboral que quiere la actora que se declare del 2008 al 
2018, pues como se explicó en el acápite de los HECHOS, la relación o vínculo fue de ella 
directamente con  la Cooperativa de Trabajo Asociado Su Futuro Hoy, la Asociación de Oficios 
Varios Integramos Asointegramos, la Asociación Gremial Integración en Salud Asoinsalud, 
siendo estas sus inmediatos empleadores. 
 
Para que se predique relación laboral se requiere que concurran estos tres elementos 
esenciales:  
 
a. La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo. 
Téngase en cuenta que la demandante manifestó y probó documentalmente que tuvo un vínculo 
laboral con las Cooperativas de Trabajo Asociado y las agremiaciones quienes hicieron las 
afiliaciones en calidad de empleadoras al fondo de pensiones Protección, lo que claramente 
evidencia que la actora estuvo asociada y vinculada a ellas, quienes directamente le impartían 
ordenes, establecían sus horarios, pagaban sus compensaciones, otorgaban permisos etc. 
 
b. La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, que 
faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes en cualquier momento, en cuanto al 
modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse por todo 
el tiempo de duración del contrato.  
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Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos mínimos del trabajador en 
concordancia con los tratados o convenios internacionales que sobre derechos humanos 
relativos a la materia obliguen al país. 
 
Respecto a la subordinación, se ha entendido como la aptitud que tiene el empleador para 
impartir ordenes al trabajador y exigirle su cumplimiento, para dirigir su actividad laboral e 
imponerle los reglamentos internos de trabajo a los cuales debe someterse. 
 
En este caso en concreto, no existió la subordinación que se predica del demandado hacia la 
demandante, pues al no existir un contrato firmado entre ellos, o un nombramiento que le diera el 
estatus de servidora pública, claramente se entiende que si recibió órdenes las misas no fueron 
dadas por el Hospital sino por sus empleadores las cooperativas y agremiaciones con los que 
ella suscribió sendos convenios y acuerdos asociativos. 
 
La sección segunda del Consejo de Estado ha definido que “entre contratante y contratista 
puede existir una relación de coordinación en sus actividades de manera que el segundo se 
somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo 
cual puede incluir las siguientes situaciones: un horario; el hecho de recibir una serie de 
instrucciones de sus superiores; tener que reportar informes sobre sus resultados, pero ello no 
significa necesariamente la configuración de un elemento de subordinación”. 
 
De acuerdo con todo lo anterior, el tribunal administrativo enfatizó que la subordinación es 
determinante para diferenciar el contrato laboral del contrato de prestación de servicios, "puesto 
que es la mencionada característica la que fija la independencia del contratista de la 
administración pública y que no genera el derecho a las prestaciones sociales.” 
 
Consejo de Estado Sección Segunda, Sentencia 05001233300020130081301(36872014), May. 
31/16. 
 
El hecho de que la demandante ejerciera unas actividades dentro de un horario previamente 
determinado por sus empleadores como asociada a ellos, no constituye por sí solo prueba de la 
dependencia o subordinación jurídica para que pueda afirmarse la existencia de un nexo laboral  
 
En concordancia con lo dicho por la Alta Corporación, es claro que si existió subordinación no 
fue con mi defendido, sino entre las partes del vínculo que nació como producto de los acuerdos 
suscritos entre la señora Tamayo Londoño y las cooperativas y asociaciones. 
 
c. Un salario como retribución del servicio. 
 
Es apenas lógico, y de ley, que independiente del tipo de vinculación deba existir una 
contraprestación por el trabajo realizado, sin embargo, el Hospital Santa Ana de los Caballeros 
no pudo haber reconocido y mucho menos cancelado salarios a la demandante porque no hacía 
parte de su nómina. 
 
Fueron sus empleadores las cooperativas y asociaciones quienes pagaron sus compensaciones 
y así obran en el proceso los soportes que ella misma entregó.   
 
Hay que recordar el carácter que tienen los trabajadores del Estado y el ingreso al servicio 
público: 
  
1. Los Servidores Públicos 
 
De acuerdo con lo prescrito en el artículo 123 de la Constitución Política, el concepto de servidor 
público, es un fenómeno genérico que engloba varias especies. 
 
Miembros de las Corporaciones Públicas: Senadores y Representantes a la Cámara, los 
Diputados, Concejales y miembros de las juntas Administradoras Locales. 
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Empleados: Prestan sus servicios al Estado, se les ha denominado empleados públicos y 
trabajadores oficiales. 
 
Empleados Públicos: Persona natural que ejerce las funciones correspondientes a un empleo 
público, su vínculo se realiza a través de un acto administrativo unilateral de nombramiento. 
 
Trabajador Oficial: Tienen este carácter quienes restan sus servicios en actividades de 
construcción y sostenimiento de obras públicas y su vinculación laboral se realiza mediante 
contrato de trabajo.  
 
Igualmente, lo son quienes laboran en las empresas industriales y comerciales del Estado. 
 
Empleados Públicos y su régimen jurídico 
 
Se habla que hay un estatuto de los empleados públicos, que sería como una compilación de los 
decretos 2400 y 3074 de 1.968, sus reglamentarios 1950 de1.973 y 583 de 1.984, el decreto 
3135 de 1.968, su reglamentario 1848 de1.969, el decreto 1045 de 1.978, la ley 13 de 1.984 y su 
decreto reglamentario482 de 1.985, Ley 909 de 2.004 y su decreto reglamentario 1227 de 2.005; 
con fundamento en estas leyes analizaremos el ingreso, la permanencia y el retiro del servicio. 
 
Ingreso al Servicio. 
 
Si el trabajador por ejemplo se vincula a la administración mediante una resolución de 
nombramiento hecha por la respectiva entidad, se considera empleado público; si por el contrario 
lo hace mediante la suscripción de un contrato de trabajo, se considera un trabajador oficial. 
 
El empleado público se ingresa a la administración mediante una relación legal y reglamentaria, 
el trabajador oficial en cambio lo hace por medio de un contrato de trabajo. 
 
El régimen de ingreso al servicio oficial está determinado por una subdivisión de los empleos y 
empleados públicos según la cual pueden ser de varias clases: empleos y empleados de libre 
nombramiento y remoción; y empleos y empleados de carrera administrativa, empleos de 
periodo fijo como los de elección popular, empleos temporales. 
 
Retiro del servicio 
 
Implica la cesación definitiva en el ejercicio de las funciones y se produce en los siguientes 
casos: por declaración de insubsistencia del nombramiento, por renuncia aceptada, por 
suspensión del empleo, por jubilación, por invalidez absoluta, por edad de retiro forzoso, por 
destitución, por revocatoria del nombramiento, por abandono del cargo y por muerte; vale la 
pena observar nuevamente que el nombramiento de los empleados de libre nombramiento 
remoción puede declarado insubsistente en cualquier momento y sin necesidad de motivar la 
decisión, en cambio el retiro de un empleado de carrera solo puede producirse por causas 
legales y mediante el cumplimiento de los requisitos y procedimientos que las normas 
establezcan. 
 
Según lo determina el artículo 5 del decreto 3135 de 1.968, el artículo 2 del decreto 1848 de 
1.969, el artículo 3 del decreto 1950 de 1.973, el artículo 1 de la ley 909 de 2004, son empleados 
o funcionarios públicos las siguientes personas: 
1. Las que prestan sus servicios en establecimientos públicos, salvo las que lo prestan en la 
construcción y mantenimiento de obras públicas y en aquellas otras que desempeñan 
actividades que los estatutos determinen como susceptibles de ser desempeñadas por 
trabajadores oficiales; éstas últimas actividades solo pueden corresponder a empleos de 
carácter puramente auxiliar y operativos según lo ordena el artículo 76 del decreto 1042 de 1978. 
 
2. Las que prestan sus servicios en Empresas Industriales y Comerciales del Estado en 
actividades de dirección o confianza determinadas en los estatutos. 
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3. Las que prestan sus servicios en sociedades de Economía Mixta con capital público igual o 
superior al noventa por ciento en actividades de dirección o confianza determinadas en los 
estatutos, según se desprende del artículo 3 del decreto 3130 de 1986 y de la interpretación 
jurisprudencial. 
  
4. De acuerdo con los decretos 1975 y 2163 de 1.970, los registradores, los notarios y sus 
empleados subalternos son igualmente empleados públicos. Estos empleados se caracterizan 
por estar vinculados a la administración mediante una relación legal y reglamentaria; esta 
vinculación se manifiesta en la práctica por el acto de nombramiento y posesión del empleado, y 
quiere decir que el régimen al cual quedan sometidos está previamente determinado en la ley, 
de manera que no hay posibilidad legal de discutir y acordar con la administración las 
condiciones de prestación del servicio, ni al momento del nombramiento ni posterior a la 
posesión, ya que ellos solo pueden presentar peticiones respetuosas a la administración.  
 
Las controversias que se susciten entre los empleados públicos y las entidades empleadoras por 
la razón de la interpretación de la naturaleza de las normas que rigen su relación con la 
administración, deben ventilarse ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, el régimen 
que se aplica por tanto a estos empleados es de derecho público. 
 
2. Trabajadores oficiales 
 
De acuerdo con lo establecido por el artículo 5 del decreto 3135 de 1.968, artículo 3 del decreto 
1848 de 1.969 y el artículo 3 del decreto 1950 de 1.973 son trabajadores oficiales las siguientes 
personas: 
 
1. Las que prestan sus servicios en establecimientos públicos en actividades de construcción y 
mantenimiento de obras públicas y en aquellas otras actividades que los estatutos determinen 
como susceptibles de ser desempeñadas trabajadores oficiales. 
 
2. Las que prestan sus servicios en Empresas Industriales y Comerciales del Estado, salvo las 
que desarrollan actividades de dirección o confianza determinadas en los estatutos. 
 
3. Las que prestan sus servicios en sociedades de Economía Mixta público con capital público 
superior al cincuenta por ciento y menor del noventa por ciento del capital social, según lo ha 
interpretado la jurisprudencia, lo mismo que las que prestan sus servicios en Sociedades de 
Economía Mixta con capital público igual o superior al noventa por ciento del capital social en 
actividades diferentes a las de dirección y de confianza determinadas en los estatutos. 
 
Esto deja ver que la ley ha escogido por regla general el criterio orgánico, es decir, el que se 
refiere a la clase de organismo en que se prestan los servicios para calificar la naturaleza del 
vínculo y para establecer las excepciones a esa regla general, la ley ha acudido al criterio de la 
naturaleza de la actividad o función desempeñada. 
 
La característica principal de estos trabajadores oficiales, consiste en que se encuentran 
vinculados a la administración mediante un contrato de trabajo, lo cual los ubica en una relación 
de carácter contractual laboral semejante a la de los trabajadores particulares; la consecuencia 
más importante de esta relación contractual laboral consiste en que las normas a ellos aplicables 
constituyen apenas un mínimo de garantías a su favor, de modo que es posible discutir las 
condiciones laborales, tanto al momento de celebrar el contrato como posteriormente por medio 
de pliego de peticiones, los cuales pueden dar por resultado una convención colectiva, un pacto 
colectivo; debe tenerse en cuenta sin embargo, que si se trata de trabajadores de un servicio 
público no pueden hacer huelga; el régimen jurídico que se aplica a estos trabajadores oficiales 
es en principio de derecho común, y en consecuencia, los conflictos laborales que surjan, son de 
competencia de los jueces laborales; sin embargo, algunas normas de derecho público son 
aplicables a los trabajadores oficiales, como es el caso de las normas de régimen prestacional 
contenidos en los decretos 3135 de1.968 y 1848 de 1.969, los cuales establecen que dichas 
normas se aplicarán a los trabajadores oficiales como garantías mínimas, sin perjuicio de lo que 
se establezca en la convenciones colectivas. 
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Las controversias que se susciten entre los trabajadores oficiales y las entidades empleadoras 
por motivo de la interpretación de la naturaleza de las normas que rigen su relación con la 
administración, se ventilan ante la Jurisdicción Laboral. 
 
Las Empresas Sociales del Estado. 
 
Según el artículo 2 de la Constitución Política, son fines esenciales del Estado, entre otros, servir 
a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar le efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la carta política. El régimen y naturaleza jurídica de las 
Empresas Sociales del Estado se encuentra determinado por la Ley 100 de 1993, en sus 
artículos 194 a 197, con el fin de que presten los servicios de salud, como servicio público de la 
seguridad social. Estas empresas fueron creadas por el artículo 2 del Decreto 1750 de 2003 y 
reglamentadas en su objeto y estructura orgánica por esa misma normativa, en armonía con la 
ley 100 de 1993. La IPS del Municipio de Cartago E.S.E fue creada mediante decreto No 015 del 
17 de marzo del 2000, teniendo como objetivo (art 5) la prestación de servicios de salud 
entendido como un servicio público, de una manera eficiente, oportuna garantizando Ia cobertura 
y calidad. 
 
Los servicios públicos podrán ser prestados por el Estado directa o indirectamente por 
comunidades organizadas o particulares al tenor del artículo 365 de la constitución política, que 
a su vez las Empresas Sociales del Estado son una forma o modalidad de prestación del servicio 
de salud en una actividad económica o empresarial en la que concurre o compite con los 
particulares por no tratarse de una función administrativa propia y ordinaria de la administración 
del Estado, sino una actividad económica de la prestación de un servicio también realizable por 
particulares. 
 
Al tenor de la ley 1438 de 2011, los prestadores de servicios de salud podrán desarrollar sus 
servicios a través de un agente operador mediante la figura de outsourcing, insourcing o 
tercerización, y mediante estas figuras una firma identifica una porción de su proceso de negocio 
que podría desempeñar más eficientemente y/o más efectivamente por otra corporación, la cual 
es contratada para desarrollar esa porción de negocio, esto libera  a la primera organización 
para enfocarse en la parte o función central de su negocio. 
 
Tanto Asointegramos como Asoinsalud adquieren el carácter de agente operador en el 
desarrollo de los procesos y actividades para el apoyo a la gestión administrativa y asistencial 
del Hospital Sata Ana de los Caballeros. 
 
Los servicios objeto del contrato outsorcing, tercerización o externalización serán prestados por 
el tercero contratado por outsorcing, tercerización o externalización, agente operador o 
externalizador, con plena autonomía técnica, financiera científica y administrativa, bajo los 
parámetros de eficiencia y calidad correspondientes, así como aquellos que las partes definan 
de manera concertada. 
 
Que la entidad contratante opera bajo el esquema jurídico de una Empresa Social del Estado, en 
los términos previstos en los artículos 194 y siguientes de la ley 100 de 1993, y 1438 de 2011, 
autorizada para prestar servicios de salud del primer nivel de atención.  
 
El Artículo 1° de la Ley 1429 de 2010, establece: “El contrato sindical como un acuerdo de 
voluntades, de naturaleza colectivo laboral, tiene las características de un contrato solemne, 
nominado y principal, cuya celebración y ejecución puede darse entre uno o varios sindicatos de 
trabajadores con uno o varios empleadores o sindicatos de empleadores, para la prestación de 
servicios o la ejecución de obras con sus propios afiliados, realizado en ejercicio de la libertad 
sindical, con autonomía administrativa e independencia financiera por parte del sindicato o de los 
sindicatos y que se rige por las normas y principios del derecho colectivo del trabajo.” Que en 
virtud de lo anterior, la entidad acatando las premisas de la Circular No. 042578 del 22 de marzo 
de 2012 proferida conjuntamente por los Ministerios del Trabajo, Salud y Protección Social, 
decidió adelantar el proceso de contratación a través de una organización sindical. 
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Los servicios que alega ella haber sido contratados por el Hospital hicieron parte del apoyo a las 
actividades conexas y administrativas. 
 
En el caso concreto se evidencia que la ESE suscribió contratos con las cooperativas y 
agremiaciones privadas y la reclamante fue vinculada por estas a través de convenios y 
acuerdos asociativos y así fue reconocido por ella porque no existen contratos suscritos entre las 
partes, es decir, no se demuestra un nexo contractual de la entidad demandada con la 
demandante del cual se pueda colegir la supuesta configuración de la relación laboral que dice 
ella fue encubierta por los contratos con Asointegramos y Asoinsalud, por lo que acogido 
conforme al artículo 177 del Código de Procedimiento Civil (CPC), hoy 167 del Código General 
del Proceso (CGP), le incumbe la carga de la prueba a la demandante. 

 
También menciona que la entidad le impartía órdenes pero no especifica cómo y en qué 
consistían las mismas para que pueda determinarse una sumisión al personal del Hospital 
porque no existe un respaldo documental de ello. 
 
Pretende que se decrete la supuesta existencia de un contrato realidad unificando en 10 años 
una vinculación que no es cierta, haciendo uso del concepto de  subordinación acudiendo al 
argumento de un servicio personal, pago mensual y horario; sin embargo, en este caso esa 
definición no aplica, pues independiente de la forma de contratación, es claro que las actividades 
contratadas necesariamente debían desarrollarse en conexidad con el objeto de la entidad, pues 
de ninguna manera se podría aceptar la ejecución de las labores sin la coordinación de las 
mismas, como una rueda suelta, porque se perdería la esencia del objeto.   
 
La Sala Laboral, Sentencia SL-116612015 de la Corte Suprema de Justicia ha indicado: “Si bien 
indica que el demandante que cumplía un horario de trabajo y acataba las instrucciones que le 
daba la empresa accionada, en particular de reparar la maquinaria, ello no le resta fuerza 
persuasiva a las otras pruebas ni a las conclusiones vertidas en sede casacional, porque el 
cumplimiento oportuno del mantenimiento y reparación de la maquinaria era una actividad 
inherente al objeto principal del contrato de servicios, de modo que esas exigencias no tienen 
por qué ser vistas como conductas subordinantes”. 

 
Sobre ese mismo tema se pronunció el Consejo de Estado al precisar que “la eficiencia en 
desarrollo del contrato de prestación de servicios no configura subordinación. Al respecto, aclaró 
que la relación de coordinación de actividades entre contratante y contratista, que implica que el 
segundo se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente y productivo de la 
actividad encomendada, lo cual  puede incluir el cumplimiento de un horario, el hecho de recibir 
una serie de instrucciones de sus superiores y el reporte de informes sobre sus resultados, no 
significa necesariamente la configuración de un elemento de subordinación.” 
 
La sala laboral de la Corte suprema de justicia en sentencia 48902 del 24 de febrero de 2016 
con ponencia del magistrado Jorge Mauricio Burgos, señaló “Así mismo en cuanto a las 
señaladas obligaciones contenidas en los reportes de pagos de remuneración y /o honorarios; 
puesto que, como se ha enseñado, el cumplimiento de un horario en la realización de una labor 
no determina el carácter subordinado de la misma.” 
 
En el expediente hay prueba de pagos de compensaciones y afiliaciones a la seguridad social 
salud efectuadas por ASOINTEGRAMOS y ASOINSALUD, pero ello no logra demostrar la 
existencia de una relación laboral entre la actora con la ESE, ni mucho menos el tipo de 
vinculación (si se efectuó), y la simple afirmación de ella sobre la existencia del vínculo laboral 
no tienen, incluso en conjunto, la vocación de dar cuenta de tal situación, que podría haberse 
evidenciado con acreditar memorandos, cronograma de turnos, y en general de las actividades 
que realizaba al cumplir su labor en el área de facturación de la Empresa Social del Estado. 
 
Así las cosas, de la prueba documental no se puede comprobar que la accionante haya sido 
vinculada directamente por el Hospital Santa Ana de los Caballeros para prestar el servicio de 
facturación, menos aún puede determinarse si bajo la modalidad de los contratos de cooperación 
se efectuó, ni tampoco se cuenta con otros medios de convicción idóneos y suficientes para 
probar tal situación, por lo que no son ciertas las pretensiones de la demanda. 
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Tampoco se demuestra con certeza que a través de ASOINTEGRAMOS y ASOINSALUD se 
encubrió el desarrollo de relaciones de labor dependiente, pues, se reitera, no se probó si la 
actora prestó sus servicios en la ESE bajo los tres elementos del contrato de trabajo, cuales son 
la: (i) prestación de un trabajo o una labor en forma personal, (ii) subordinación y (iii) 
contraprestación por la función desarrollada. 
 
Cabe anotar que esta el Consejo de Estado se ha pronunciado acerca de la demostración de los 
elementos de una relación laboral, así: 
  
“Para efectos de desmostar la relación laboral entre las partes, se requiere que la parte 
demandante pruebe los elementos esenciales de la misma, esto es, que su actividad en la 
entidad haya sido personal y que por dicha labor haya recibido una remuneración o pago, y 
además, debe probar que en relación con el empleador exista subordinación o dependencia, 
situación entendida como aquella facultad para exigir al servidor público el cumplimiento de 
Órdenes en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo e imponerle 
reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del vínculo.” 
 
“Le corresponde a la parte demandante demostrar la permanencia y la equidad o similitud que es 
el parámetro de comparación con los demás empleados de planta, requisitos necesarios 
establecidos por la jurisprudencia para descubrir una verdadera relación laboral.” 
 
Además de ello, porque en la planta de la ESE no existe el cargo de facturador y así fue 
certificado por la Subgerencia Administrativa de la entidad, y en el sector público el desempeño 
de los cargos creados en las plantas de personal se derivan del vínculo legal y reglamentario 
como empleado de carrera, de libre nombramiento y remoción o por contrato de trabajo, y ella 
nunca fue vinculada bajo estas figuras de ley, como tampoco hizo parte de la nómina de la 
entidad de salud, por lo que no puede asimilarse ni pretender ser considerada como empleada 
de planta o trabajador oficial con derecho a reclamar acreencias laborales.  
 
Termino esta excepción puntualizando que, es precaria la prueba documental en que se basa la 
protagonista para que el Juzgador pueda declarar la existencia de una relación laboral, la 
vinculación con el Hospital supuestamente ella maquillada a través de los contratos con las 
personas jurídicas, la remuneración, pues es su deber como demandante demostrar en que 
consistió la vinculación y aportar los medios suficientes que lo desvirtúen generando solo dudas 
y dejando total certeza que no se encuentran acreditados los supuestos que consolidan la 
existencia de una relación laboral. 
 
Según lo indicado por Asoinsalud, ella de manera voluntaria renunció al convenio asociativo para 
desarrollar las labores en el Hospital, desconociendo sus razones porque mi defendido al no 
tener relación laboral directa con ella no tenía la injerencia para terminar o renovar acuerdo 
alguno. 
 
COBRO DE LO NO DEBIDO 
 
Se le cobra al Hospital unos rubros por concepto de prestaciones que nunca se causaron, pues 
estos solo se predican para personas vinculadas mediante contrato de trabajo o por 
nombramientos como servidores públicos; sin embargo, en el caso en cuestión, al no existir una 
relación laboral entre mi representado y la demandante, es claro advertir que se desvirtúa 
cualquier suma con carácter indemnizatorio. 
 
PRESCRIPCION 
 
El Consejo de Estado precisó que  las acciones que emanan de los derechos laborales y 
prestacionales prescriben en tres años, los cuales son contados a partir de la fecha en que se 
hicieron exigibles. 
 
Entre el Hospital Santa Ana de los Caballeros y la demandante nunca existió ningún tipo de 
relación laboral ni contractual que haya creado o generado el reconocimiento de acreencias 
laborales a su favor, puesto que ella nunca hizo parte de la planta de cargos y nómina de la 
entidad de salud.  
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Solo existieron los contratos celebrados entre las agremiaciones Asointegramos y Asoinsalud y 
el Hospital Santa Ana de los Caballeros, por lo que el contrato realidad que alega la señora 
Yenny Lorena Tamayo no nace de la relación contractual existente entre las personas jurídicas 
donde el operador del servicio satisface las necesidades del contratante bajo la figura del 
Contrato Sindical. 
 
Con quien la demandante tuvo relación laboral fue con aquellas en calidad de asociada o afiliada 
partícipe de ellas, por lo tanto, los extremos laborales existentes lo conforman la demandante y 
ASOINTEGRAMOS Y ASOINSALUD.  
 
En todo caso, si el despacho llegara a considerar que entre la señora Yenny Lorena Tamayo 
Londoño existió un vínculo laboral con el el Hospital Santa Ana de los Caballeros, habría que 
aplicar el fenómeno de la prescripción porque se extinguió el derecho. 
 
Se debe dar aplicabilidad a la sentencia de unificación CE-SUJ2 5 de 25 de agosto de 2016, en 
la que se precisó: “Respecto de las controversias relacionas con el contrato realidad, en 
particular en lo que concierne a la prescripción, han de tenerse en cuenta que quien pretenda el 
reconocimiento de la relación laboral con el Estado y, en consecuencia, el pago de las 
prestaciones derivadas de esta, en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre las 
formalidades, deberá reclamarlos dentro del término de tres años contados a partir de la 
terminación de su vínculo contractual.” 

  
Así mismo, los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código Procesal del 
Trabajo, han preceptuado que los derechos emanados del estatuto laboral y las acciones 
mediante las cuales se hacen efectivos, prescriben en el término de 3 años contados a partir de 
su exigibilidad. 
 
En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el Consejo de 
Estado precisó que las acciones que emanan de los derechos laborales y prestacionales 
prescriben en tres años, los cuales son contados a partir de la fecha en que se hicieron exigibles. 
 
La Sección Segunda de esta Corporación citó dos providencias del año 2015, de las cuales 
concluyó que el terminó de prescripción empieza a correr a partir de la fecha en que el derecho 
se haya hecho exigible. 
 
Por lo tanto, se solicita al Despacho aplicar la prescripción de los presuntos derechos que se 
reclaman y se decida en tal sentido. 
 
INTERROGATORIO DE PARTE DE LA GERENTE DEL HOSPITAL SANTA ANA DE LOS 
CABALLEROS 
 
No se acepta lo pedido por la contraparte porque no se acreditó la necesidad y utilidad de la 
prueba y de acuerdo al artículo 195 no es válida la confesión de los representantes de las 
entidades públicas cualquiera que sea el orden al que pertenezcan o el régimen jurídico al que 
estén sometidas. 
 
En relación al interrogatorio de parte, el Consejo de Estado ha precisado que “en los casos en 
que se pretende que el mismo sea rendido por quien ostente la calidad de representante legal de 
una entidad pública, dicha prueba no puede ser decretada o resulta ineficaz, dado que su 
naturaleza es la confesión y sobre tales personas recae una prohibición legal para confesar.” 
 
“Respecto al interrogatorio de parte, tenemos que normativamente la prueba tiene vocación para 
buscar la confesión de los hechos que afecten a la parte y sean susceptibles de confesión, de 
ahí que los requisitos y procedimientos para su práctica sean especiales y de estricta 
observancia. Por lo anterior, no resulta procedente que se intente probar hechos de la demanda 
con una parte que no tiene capacidad para confesar, menos cuando existen otros medios de 
prueba que pudieron intentarse.” 
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“En efecto, debido a la naturaleza de la prueba solicitada, resulta apropiada la decisión del A 
Quo de negar el decreto del interrogatorio de parte, máxime cuando el recurrente indica que la 
prueba resultaba pertinente y necesaria para el caso, porque puede brindar la información que 
tiene respecto de la situación ocurrida, y que desconoce la calidad en que ha actuado el ahora 
GERENTE de la Entidad, para el momento de los hechos, pero dicha situación no se acreditó en 
el proceso, ya que no se enervó ningún argumento sólido sobre la utilidad ni pertinencia de la 
prueba solicitada. Además, los fundamentos de la parte para deprecar el medio probatorio 
resultan poco claros e inciertos al alegar que se desconoce si el Gerente de la Entidad fungió 
para el momento de los hechos en la misma calidad, o si pretende efectivamente demostrar 
algún hecho con su declaración, limitándose a decir que puede aportar información que 
actualmente se desconoce. Ello permite afirmar que la prueba tampoco reúne los requisitos de 
pertinencia y utilidad para su decreto dentro del presente proceso.” 
 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES 
 
En representación de la parte demandada, me opongo rotundamente a todas y cada una de las 
pretensiones (declaraciones y condenas) propuestas por la parte demandante: 
 
PRIMERA: No se acepta y no se puede declarar la nulidad de la respuesta al petitorio 
presentado en el cual reclamaba el reconocimiento de prestaciones sociales, porque 
efectivamente como se ha explicado, no tienen fundamento lo pretendido ya que la demandante 
no aparece relacionada en la planta de cargos ni como empleada pública ni trabajadora oficial 
pues no se evidencian actos administrativos de nombramientos y tampoco contratos de trabajo, 
ni existe en la nómina. Su vinculación no fue con el demandado sino con las agremiaciones 
privadas. 
 
No es cierto por las razones expuestas tanto en la contestación a cada uno de los hechos, como 
en el acápite de las excepciones, y por lo tanto no se acepta la existencia de contrato de trabajo 
bajo la primacía de la realidad porque no probó los elementos que la configuran. 
 
SEGUNDA: No se acepta porque el Hospital Santa Ana de los Caballeros no le adeuda suma 
alguna por concepto de cesantías e intereses, prima de servicios para que crea que le asiste 
derecho a cobrarlas con cargo a la entidad que represento, ya que no estuvo vinculada de 
manera directa, ni legal ni reglamentaria o mediante contrato de trabajo. 
 
TERCERA: No se acepta porque el Hospital Santa Ana de los Caballeros no le adeuda suma 
alguna por concepto de vacaciones para que crea que le asiste derecho a cobrarlas con cargo a 
la entidad que represento, ya que no estuvo vinculada de manera directa, ni legal ni 
reglamentaria o mediante contrato de trabajo. 
 
CUARTA: No se acepta porque el Hospital Santa Ana de los Caballeros no le adeuda suma 
alguna por concepto de indemnización de cesantías para que crea que le asiste derecho a 
cobrarlas con cargo a la entidad que represento, ya que no estuvo vinculada de manera directa, 
ni legal ni reglamentaria o mediante contrato de trabajo. 
 
QUINTA - SEPTIMA: No se acepta porque el Hospital Santa Ana de los Caballeros no le adeuda 
suma alguna por concepto de sanción para que crea que le asiste derecho a cobrarlas con cargo 
a la entidad que represento, ya que no estuvo vinculada de manera directa, ni legal ni 
reglamentaria o mediante contrato de trabajo. 
 
SEXTA: No se acepta porque el Hospital Santa Ana de los Caballeros no le adeuda suma 
alguna por concepto de reajuste salarial para que crea que le asiste derecho a cobrarlo con 
cargo a la entidad que represento, ya que no estuvo vinculada de manera directa, ni legal ni 
reglamentaria o mediante contrato de trabajo. 
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OCTAVA: No se acepta la condena en costas y las agencias en derecho en contra del Hospital 
Santa Ana de los Caballeros.  
 
Se trata de una demanda carente de pruebas, por lo tanto su señoría, solicito se tengan en 
cuenta las razones expuestas para desestimar las pretensiones de la parte actora y exonerar al 
Hospital Santa Ana de los Caballeros E.S.E. del Municipio de Ansermanuevo Valle de cualquier 
reconocimiento y condena. 
 

PRUEBAS 
Solicito se tenga como pruebas: 
 
Documentales: 
 
 Copia certificación Subgerente Administrativa 
 Oficio Asoinsalud 
 Constancia Su Futuro 
 Archivo escaneados contratos 2016-2017-2018  

 
Testimoniales 

 
Solicito al Despacho se sirva citar para escuchar los testimonios de las personas que actúan  en 
calidad de coordinadores en la ejecución de los procesos y subprocesos entre el sindicato y el 
Hospital Santa Ana de los Caballeros para que rindan declaración sobre los hechos que se 
debaten, los cuales se podrán ubicar en la carrera 4 No. 11-28 oficina 204 Edificio Díaz López de 
Cartago: 
 
1. Julian Mauricio Naveros Marulanda 
 
2. Camilo Ernesto Guapacha 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Fundamento la defensa en la Ley y lo dispuesto jurisprudencialmente. 
 

 
ANEXOS 

 Poder  
 Copia cédula y representación legal del Gerente  
 Copia cédula y tarjeta profesional de la apoderada 
 Los documentos enunciados como pruebas 

 
NOTIFICACIONES 

 
La suscrita y el representado las recibirán en la carrera 8 No. 8-57 Hospital Santa Ana de los 
Caballeros E.S.E. de Ansermanuevo Valle. Teléfonos 3108296524 -  3216476804 - 3166822323.  
Correos electrónicos:  
notificacionjudicial@hospitalansermanuevo.gov.co 
subgerencia@hospitalansermanuevo.gov.co 
anamariatovargutierrez@yahoo.com 
 
Atentamente, 

 
ANA MARIA TOVAR GUTIERREZ 
C.C. No. 31.426.992 de Cartago Valle 
T.P. No. 127.269 del C. S de la Judicatura 
Apoderada 
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LA SUBGERENTE ADMINISTRATIVA DEL HOSPITAL SANTA ANA DE LOS 
CABALLEROS EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO DE ANSERMANUEVO VALLE 
 

 
 

CERTIFICA 
 

 
Que, en la planta de cargos del Hospital Santa Ana de los Caballeros no existen los 
cargos de Facturador y Coordinador de Facturación. 
 
Que así mismo, consultado el archivo de la entidad no se evidencian actos 
administrativos de nombramiento, ni contratos de trabajo a nombre de la señora 
YENNY LORENA TAMAYO LONDOÑO, ni existe en la nómina. 
 
 
Para constancia, se firma en Ansermanuevo Valle a los cinco (5) días del mes de 
agosto de 2021. 
 
  

     
ALBA CECILIA PATIÑO ARIAS 

Subgerente Administrativa 
Hospital Santa Ana de los Caballeros E.S.E. 

Ansermanuevo Valle 
 

 

 















 






